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Buscan redondear desarrollo rural 

IDA arrastra los vicios del pasado

• Campesinos dicen que faltan política agrícola y orden

Marvin Barquero mbarquero@nacion.com Lunes 12 de noviembre, 2001.
Sus 40 años, el Instituto de Desarrollo Agrario (IDA) es una institución madura cuyos resultados deberían ser claves en el desarrollo del país, pero que apenas se debate en corregir los errores del pasado.

La primera de sus funciones se ha cumplido: repartió tierra a 114.105 familias, para beneficiar a un total de 627.577 personas. 

	Gráficos: 

  Asentamientos están en todo el país
  Buen avance en entrega de tierra 


La segunda: dotar de infraestructura básica y de proyectos productivos a los campesinos, es una tarea que apenas arranca.

Así lo reconoce su actual presidente ejecutivo José Joaquín Acuña, para quien los errores del pasado no opacan la labor que cumplió la entidad en el mantenimiento de la paz social.

	PARCELAS
En todo el país 114.105 familiasrecibieron tierra dada por el IDA


Pero esos errores no se pueden ocultar: hubo compra de tierras bajo presiones de grupos en unos casos y para cumplir intereses políticos en otros. Eso derivó en que una importante cantidad de las tierras adjudicadas no sean de vocación agrícola sino forestal.

También se otorgaron tierras a personas que no califican como campesinos, para cumplir igualmente promesas políticas. Pero el mayor pecado del IDA, coinciden los campesinos y Acuña, fue otorgar únicamente tierras y olvidarse de la tarea de caminos, agua, electricidad, centros de salud y escuelas.

Tal decisión lo que llevó fue a repartir pobreza por todo el país y puso a los campesinos en una situación en que era mejor dejar las tierras que permanecer en ellas, se afirma. Acuña aseguró que bajo su gestión se puso en marcha un verdadero programa de desarrollo rural, mediante el cual se llevó al menos a los 230 asentamientos más pobres la infraestructura básica.

Aislada

El IDA es otra de las instituciones públicas agropecuarias que históricamente ha actuado de manera aislada, pues no existe una política en el país para el sector, criticó Rogelio Fernández, secretario general de la Unión Nacional de Pequeños y Medianos Productores Agropecuarios (Upanacional).

Añadió que el país se interesó en crear una institución sólo para entregar tierra; no se hizo porque una política nacional determinó que era necesaria, sino por presiones.

En el pasado, explicó, imperaron los intereses políticos y así fue como mucha gente logró tener tierra. Pero esa no es la forma más apropiada, advirtió.

Por eso Fernández considera que la institución no logró su cometido de promover un verdadero desarrollo rural en el país.

Insistió en que los programas de ese instituto deben incluirse dentro de una política agropecuaria nacional. Sólo así tendrán sentido y ayudarán efectivamente a los campesinos a salir de la pobreza.

Hacia el cambio

Además de entregar tierras y títulos, bajo su mando la institución puso en marcha un programa real de desarrollo rural, comentó Acuña.

Recordó que el primer paso fue efectuar un diagnóstico de los 864 asentamientos existentes en todo el país, lo cual dejó clara la inexistencia general de servicios básicos.

Pero ese diagnóstico determinó que la situación crítica era en 230 asentamientos, donde viven 9.500 familias, con 50.000 miembros.

Los funcionarios del IDA fueron capacitados para efectuar un primer nivel de coordinación con los campesinos de esos asentamientos. Cada grupo de adjudicatarios de la entidad hizo su propio comité de desarrollo.

Luego en coordinación con los funcionarios de la institución pública definieron un plan de desarrollo para cada asentamiento.

De esa manera las prioridades fueron definidas por ellos mismos y desde el inició sabían a cuáles entidades se les debía pedir ayuda.

En cada proyecto las tres partes aportaron conforme a sus condiciones y recursos. El IDA facilitó recursos, obtenidos especialmente de transferencias del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (Fodesaf), la entidad pública de cada sector hizo lo propio (ministerios de Obras Públicas y Transportes; de Educación; Acueductos y Alcantarillados; Municipalidades y otros), y los campesinos aportaron algúna dinero y mano de obra.

Según Acuña, solo el IDA invirtió en esta administración ¢15.000 millones. Esa suma probablemente se duplique si se toman en cuenta los aportes de otras entidades y de los campesinos.

De esa manera se dotó a esos campesinos, que vivían bajo la línea de la pobreza, de caminos, puentes, acueductos, escuelas, centros de nutrición, centros de salud, electricidad y hasta vestidores para canchas de fútbol cuando lo consideraron una prioridad.

Nunca antes se había hecho esto y hoy Acuña está más convencido de que es el camino correcto.

Por eso cree que la presión de los campesinos organizados, la necesidad de continuar con cada plan de desarrollo y los buenos resultados del programa harán que la próxima administración no pueda descontinuarlo.

Fernández dijo desconocer el plan actual del IDA y sus resultados. Pero consideró fundamental la participación de los propios beneficiarios en la toma de decisiones, pues ellos saben qué les hace falta con más urgencia.

El dirigente pidió además que se reduzca la burocracia en la entidad y que baje el plazo de 15 años actual para liberalizar las parcelas y que pasen a ser realmente propiedad del campesino.

